Tutela de 1ª Instancia

Radicado No.66001 22 04 003 2018 00110
Accionante: Octavio de Jesús Marín Botero

Accionado: Juzgado 4º del Circuito de Pereira
Asunto: Remite por competencia 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA  RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta (30) de mayo de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0455
Hora: 3:00 p.m.
Procedente de la oficina de reparto de la Administración Judicial se recibió la acción de tutela instaurada por el señor Octavio de Jesús Marín Botero en contra del Juzgado 4º Penal del Circuito de esta capital.

De los hechos expuestos en el escrito introductorio de la demanda, se advierte que el señor Marín Botero considera que la decisión tomada por esta Sala el 5 de febrero de 2018, aprobada con Acta No.107, con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, se desconoció el principio congruencia y sus derechos fundamentales al debido proceso e igualdad.  En dicha providencia, se confirmó la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado 4º Penal del Circuito en contra del señor Marín Botero y así mismo se decidió el recurso de apelación interpuesto por el mismo en contra del auto de agosto 4 de 2017, por medio del cual se le negó la redención de pena por trabajo y estudio.
Se hace pertinente mencionar que el señor Octavio de Jesús Marín Botero ya había instaurado otra acción constitucional en contra del Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad, la que fue remitida por competencia a la Corte Suprema de Justicia, correspondiéndole por reparto al Despacho del Magistrado Eyder Patiño Cabrera, a quien esta Sala le envió el oficio No.1373 del 29 de mayo del año que avanza, en donde nos pronunciamos frente a dicha demanda.

Los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional, están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial. Así, el Decreto 1382 de 2002, en materia de competencia, establece que en su artículo 1º en su numeral 2º que: “2. Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.   (…)”

A su vez el artículo 2.2.3.1.2.1 de Decreto 1069 de 2015  fue modificado  por el artículo 1º del  Decreto Nacional 1983 de 2017 el que para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991,  señaló que conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: “(…) 5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional del autoridad jurisdiccional accionada (…)”.
Por su parte, la Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

En este orden de ideas, y teniendo en cuenta que en el presente caso se hace necesaria la vinculación de la Sala Penal de este Tribunal al haberse proferido fallo de segunda instancia en el caso del accionante, la competencia para conocer la demanda de amparo recae en el superior jerárquico de ésta, es decir, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia a donde se remitirán las diligencias para su respectivo reparto.

Infórmese a la parte accionante al respecto.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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